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   “Mi deber es hablar. No quiero ser cómplice” 

                                                                                  ¡Yo acuso…!  Émile Zola 
 

                                                         “La verdad se corrompe tanto con la mentira  
como con el silencio”. 

Marco Tulio Cicerón 
 

                                                           "Para que el mal triunfe solo se necesita que 
los hombres buenos no hagan nada". 

Edmund Burke 
 
 
 
 
 
 
 
 

Buscando justicia para los militares y carabineros  
condenados inconstitucional e ilegalmente 

o por un delito que no han cometido 
 

Lo que muchos quieren silenciar. El silencio es complicidad. 
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PREVARICATO. La obra maestra de la injusticia es parecer justo sin serlo1 
 
 

A modo de introducción y con un poco de vergüenza por la autorreferencia, me 
permitiré leer algunos párrafos de la reseña que, sobre la obra que estamos presentando, 
escribió mi querido profesor, el doctor en Derecho don Gonzalo Rojas Sánchez. 

 
 “El lector tiene en sus manos un libro muy valiente. Si lo hubiera escrito un 
periodista de investigación, ya lo sería. Pero resulta que la pluma proviene del foro, de un 
abogado que se atreve a enrostrarle a ciertos jueces —no pocos— que aplican 
torcidamente las normas legales, fallando a sabiendas en contra de leyes expresas y 
vigentes, o sea, los acusa de aquello que está tipificado en el Código Penal como delito de 
prevaricación. 

Y lo hace en temas de derechos humanos, es decir, en aquella materia que 
estremece a la sociedad chilena, porque en las dos palabras que la definen —derecho, lo 
justo; humano, lo nuestro— se nos va la vida. 

Adolfo Paúl Latorre2 demuestra de forma incontrovertible cómo a ciertos jueces no 
les ha importado en lo más mínimo prevaricar con tal de seguir unas determinadas 
corrientes, que de jurídicas tienen poco, de ideológicas mucho, y de pasionales lo que les 
falta”. 

 
Dicho esto y sin más preámbulos, entremos en materia, haciendo presente que 

durante mi intervención utilizaré la palabra “militares” en un sentido amplio; incluyendo 
en ella a todos los miembros de las Fuerzas Armadas, Carabineros, Policía de 
Investigaciones y a los civiles adscritos a los organismos de seguridad del Estado durante 
la época del gobierno militar. 

 
Desde hace más de 25 años he estado preocupado por la inicua persecución política 

en sede judicial prevaricadora contra los militares que “han salvado a Chile”, según las 
conocidas expresiones del expresidente de la República Eduardo Frei Montalva.3 

 
Sobre tal persecución, en la primera edición de mi libro POLÍTICA Y FUERZAS 

ARMADAS, publicado en el año 1999, escribí lo siguiente: 
 
“La aplicación de la Ley de Amnistía se ha modificado en detrimento de las Fuerzas 

Armadas. Esto es una venganza con un objetivo final: destruir a los militares para que no 
tengan la capacidad moral de intervenir y asumir el poder político en caso de que 
nuevamente se den situaciones como la ocurrida en 1973, que pongan en riesgo intereses 
vitales de la patria y no haya otro recurso para salvar a la nación”.   
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Al respecto, debemos tener presente que según la ideología marxista-leninista, 

consustancial al Partido Comunista, es preciso destruir a las Fuerzas Armadas,4 el principal 
obstáculo para el establecimiento de su sistema totalitario. 
 
 Evidentemente, no se trata de destruirlas físicamente, sino que moralmente; de 
minimizarlas, de neutralizarlas; de hacer que ellas dejen de ser lo que son, que ellas dejen 
de ser lo que tienen que ser: fuerzas al servicio de la nación5 y no al servicio del gobierno 
de turno; caso en el que ellas, absolutamente sometidas, transformadas de órganos del 
Estado a instrumento del gobierno; solo mantendrían la apariencia de tales; lo que sumado 
al “discurso de los derechos humanos”, dejaría a Chile en un grave estado de indefensión 
ante el proceso insurreccional en curso.  
 
 El referido “discurso de los derechos humanos” es un arma estratégica del 
comunismo para quitar legitimidad al uso de la fuerza y que considera violatoria de esos 
derechos cualquier uso de la violencia física legítima del Estado destinada a reprimir la 
delincuencia, el vandalismo, la guerrilla, el terrorismo o la insurrección revolucionaria. 
 
 Desde el precitado año 1999 los jueces que condenan a los militares han aumentado 
su odiosidad, su crueldad y su inhumanidad; y han seguido cometiendo impunemente el 
delito de prevaricación, al fallar contra leyes expresas y vigentes; delito del que —salvo 
escasas y honrosas excepciones— no se salva ni siquiera la actual presidente de la Corte 
Suprema de Justicia doña Gloria Ana Chevesich quien, siendo ministra de la Corte de 
Apelaciones de Santiago, el 19 de junio de 2013, ante la comisión de Constitución del 
Senado con motivo de su postulación para integrar la Corte Suprema, declaró: “jamás, en 
ninguna de las causas en que se investigan graves atentados a los Derechos Humanos 
cometidos por agentes del Estado, jamás he aplicado ni la prescripción, ni la media 
prescripción ni tampoco la amnistía”.6 
 

Veo con amargura e impotencia como mis camaradas de armas están siendo 
condenados mediante procesos en los que no les son respetados derechos humanos básicos, 
garantías constitucionales y principios esenciales del derecho penal; tales como los de 
legalidad, de irretroactividad de la ley penal, de inocencia, de la cosa juzgada o de 
prescripción de la acción penal. 

 
Se llega al extremo alucinante de encarcelarlos por un delito imaginario; como lo es 

la ficción jurídica del “secuestro permanente”, por el que cientos de militares inocentes han 
cumplido o están cumpliendo largas penas de cárcel. 
 

Este libro surgió como una reacción ante el enojo, la ira y la indignación que me 
provocan la injusticia y la encarnizada persecución cometida por la clase política en 
general, y por los tribunales de justicia en particular, contra los militares que fueron 
llamados a intervenir para salvar a Chile del caos y de la violencia revolucionaria; del 
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comunismo, de la anarquía y del terrorismo; de la destrucción de su economía, de la 
democracia y de su soberanía; y a fin de evitar una guerra civil. 

 
No puedo callar ante atrocidades judiciales y canalladas que claman al cielo, 

cometidas por magistrados de los tribunales superiores de justicia en las causas 
denominadas “de derechos humanos” que son tramitadas inconstitucional, ilegal, arbitraria 
e injustamente. 

 
Ellos, con soberana inverecundia, se atreven a afirmar en sus sentencias —sin la 

más mínima prueba que lo acredite— que militares tienen secuestrada a una persona desde 
el año 1973 hasta el día de hoy7 o que los supuestos delitos que les son imputados son 
inamnistiables; en circunstancias que no existen ni ley interna ni convenio o tratado 
internacional alguno que establezcan tal inamnistiabilidad, puesto que ello significaría 
prohibir el perdón entre hermanos.  

 
Por el contrario, según el “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos”, la 

amnistía puede ser concedida en todos los casos.8 
 

Las sentencias condenatorias contra militares dictadas por tales magistrados 
constituyen aberraciones judiciales monumentales y, numerosas de ellas, penas de muerte 
encubiertas; situación que ha sido denominada “geriatricidio carcelario”.9 
 

Tal como para comprobar el punto de sal de la sopa no es necesario tomársela toda, 
para comprobar las graves denuncias que formulo en mi libro y demostrar hasta qué punto 
llega la corrupción judicial, he comentado en él solo 19 sentencias condenatorias y 
analizado sus considerandos; especialmente aquellos más falaces cuya antijuridicidad es 
manifiesta. 
 

Complemento dicho análisis con una exposición de 49 normas jurídicas y principios 
del derecho penal vulnerados en los procesos judiciales seguidos contra los militares, con 
los que describo y fundamento diversas argucias e interpretaciones legales engañosas 
ideadas por los sentenciadores para justificar sus despropósitos, cuya finalidad es la de 
condenar a los militares sea como sea; lo que contribuye, deliberada o inconscientemente, 
al plan de destrucción de las Fuerzas Armadas del Partido Comunista,10 junto con otras 
medidas tales como el control educativo de ellas contemplado en el programa de gobierno 
del presidente Gabriel Boric11 y una política sistemática de desfinanciamiento llevada a 
efecto durante los últimos cuatro años.12 

 
Mi intención era la de comentar algunos de los casos que expongo en mi libro, pero 

solo alcanzaré a exponer, a modo de ejemplo, una de las tantas sentencias que son 
verdaderos portentos de iniquidad. 
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En un incidente ocurrido durante la noche del 10 de noviembre de 1973 fueron 
abatidos siete civiles por militares del regimiento “Tucapel” de Temuco, hecho que dio 
origen a una causa denominada “Asalto al Polvorín”.  

Con fecha 15 de septiembre del año 2023 el ministro en visita extraordinaria de la 
Corte de Apelaciones de Temuco, Álvaro Mesa Latorre, dictó una sentencia condenatoria13 
en contra de quienes eran jóvenes oficiales en aquella época sin acreditar que a los 
acusados les hubiere correspondido en el hecho punible una participación culpable y 
penada por la ley. 

 
Dicho Ministro no solo no aceptó contundentes pruebas de los imputados que 

acreditaban que no habían estado en el lugar de ocurrencia de los hechos, sino que, a fin de 
condenarlos, afirmó en uno de sus considerandos: “no importa la función que cumpliera, 
en este caso en el Regimiento Tucapel, el acusado era partidario de una dictadura militar, 
de un régimen donde se detenía, apremiaba y ejecutaba a personas, luego entonces 
corresponde imputarle penalmente responsabilidad”.  

 
Es decir, para dicho Ministro no importa si el acusado participó o no en el delito; 

para condenarlo bastaba el hecho de que era militar.  
 
Esta condena es una clara manifestación de odio y de venganza y responde a la 

persecución política en sede judicial contra los militares que denuncio en mi libro. 
 

Ahora bien, considerando que más importante que mis opiniones es lo que han 
declarado distinguidos profesores de derecho y algunos de los escasos jueces probos que 
aplican rectamente la Constitución y las leyes, en mi libro incluyo varias de tales 
declaraciones, que avalan mis graves denuncias. 

En esta ocasión y dadas las restricciones de tiempo para esta presentación, solo 
citaré tres: 

La del prestigioso abogado, académico y político don William Thayer Arteaga, con 
quien tuve largas conversaciones en su casa —ubicada en la comuna de Providencia, en 
Santiago— con motivo de la redacción de mi libro Procesos sobre violación de derechos 
humanos. Inconstitucionalidades, ilegalidades y arbitrariedades y quien redactó su 
prólogo. 

Don William me dijo dos frases que recuerdo perfectamente: 
“los jueces que condenan a los militares atropellan la juridicidad más elemental” y  
“no hay otra opción: o aplicamos el derecho o regresamos a la barbarie”.    
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La del ministro Cornelio Villarroel Ramírez, quien en el voto disidente de una 

sentencia de casación expresó: 
«el delito de “secuestro permanente” constituye una ficción legal que no resulta 

procedente en nuestro ordenamiento penal; y que la responsabilidad eventual de los 
encausados se ha extinguido por prescripción y por amnistía». 
 
 Por último citaré al destacado profesor de Derecho Procesal don Mario Casarino 
Viterbo, quien dijo:  

“Lamentablemente lo que está sucediendo con los militares con estos juicios, es que 
se están vulnerando leyes en busca de castigarlos sea como sea por razones ideológicas. 
Esto a futuro le va a hacer muy mal a la justicia”. 
 

Citas como estas demuestran que nuestros tribunales superiores de justicia se han 
politizado y han hecho realidad la conocida frase de Francisco Carrara:14 “cuando la 
política traspasa la puerta de los tribunales, la justicia huye temerosa por la ventana". 
 

Dichos magistrados abusan de sus facultades jurisdiccionales e imponen su voluntad 
por sobre el mandato explícito de la norma.  

 
Los militares están siendo perseguidos por una judicatura desquiciada, politizada, 

corrupta e inmisericorde; y condenados por jueces que no fallan conforme a la ley, sino 
que según sus propias concepciones ideológicas. 

 
Ellos son víctimas del odio y de un afán de venganza, del lema “ni perdón ni 

olvido” y del “derecho penal del enemigo”.15 
 
En un juicio en el que no se aplica rectamente la ley no hay justicia, sino que una 

farsa; una mascarada realizada para fingir un debido proceso. 
 
Las sentencias que con argumentos falaces condenan a los militares son 

antijurídicas —pues han sido dictadas en fraude a la ley— y obedecen a intereses políticos 
y económicos: son meras vías de hecho a las que se trata de vestir con un ropaje de 
juridicidad.  
 

Nunca se habían dado en Chile los atropellos a la verdad, a la ley y a la justicia 
como los que están teniendo lugar bajo nuestra judicatura actual; la que se ha convertido en 
una tiranía judicial que no tiene remedio mientras sea cohonestada por los poderes 
Ejecutivo y Legislativo. 

 
Chile ha de estar muy enfermo para que puedan producirse las aberraciones 

judiciales y los atropellos a la verdad, a la ley y a la justicia que están teniendo lugar bajo 
nuestra judicatura actual.16   
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Desgraciadamente la corrupción judicial que expongo en mi  libro inquieta a muy 

pocas personas. Sobre ella prácticamente nadie habla. La sociedad guarda silencio, en 
general por ignorancia. Y la dirigencia política también guarda silencio, pero este silencio 
es doloso. 
 

Antes de poner término a mis palabras, vengo en manifestarles mi desazón por el 
nulo efecto que han tenido las publicaciones que he venido haciendo desde hace más de 25 
años; lo que me lleva a pensar que he estado arando en el mar y que mis esfuerzos han sido 
absolutamente infructuosos. 
 

Yo he polemizado “desde la soledad de una abrumadora minoría”.17 
Lamentablemente mis denuncias han sido ignoradas. Ellas no han sido motivo de discusión 
ni en el foro ni en las universidades ni en los medios de comunicación social y han sido 
cubiertas por un manto de silencio o de indiferencia.  
 

Un intento de explicación de tal silencio podría ser que la mayoría de los chilenos 
honestos «por ignorancia, temor o comodidad, “han mirado para otro lado” ante la 
corrupción judicial y han permitido que se perpetre una tremenda injusticia».18 
 

Dicho manto de silencio me motivó para escribir esta segunda edición del 
PREVARICATO con un lenguaje más directo, incisivo y descarnado que el utilizado en la 
edición original del año 2017, esperando que tal vez así podría remover algunas 
conciencias y dar origen a un debate serio sobre la ilegalidad, injusticia, inhumanidad e 
ingratitud que se ha cometido y que se sigue cometiendo contra los militares que salvaron a 
Chile; que evitaron una guerra civil; que nuestra patria cayera bajo el yugo de una tiranía 
comunista; y que —con la cooperación de distinguidos profesionales civiles— 
reconstruyeron la economía y restablecieron la democracia, el orden y el Estado de derecho 
que habían sido destruidos por Salvador Allende y el gobierno de la Unidad Popular; y que 
entregaron a los nuevos gobernantes un país en pleno auge, cuyo estado floreciente nadie 
discutía. 
 

Resulta increíble que después de haber transcurrido más de cinco décadas de la 
destrucción de la democracia provocada por políticos civiles, a la que los militares solo le 
dieron sepultura, aún se persista en mantener vivos los odios y en hurgar obsesivamente en 
las heridas del pasado, obstaculizando e invalidando todo intento de acercar los espíritus en 
torno a la construcción del mañana. 
 

El odio, el eslogan “ni perdón ni olvido” y la búsqueda de venganza no ayudan a la 
reconstrucción del tejido social y a lograr la necesaria unidad nacional. 
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Deberíamos aprender la lección que nos diera el almirante Jorge Montt quien, 

siendo presidente de la República y como un gran estadista, con gran prudencia política, 
dictó cuatro leyes de amnistía al término de la dramática y sangrienta Guerra Civil de 
1891; una vía de reconciliación política con la que dicha guerra fue clausurada 
jurídicamente. 

 
Lamentablemente en Chile el odio, la venganza, los intereses económicos y las 

posturas ideológicas son más fuertes que la verdad, la prudencia, la justicia y la caridad.19 
 
No solo los ministros de los tribunales superiores de justicia fallan contra normas 

constitucionales expresas y vigentes; también lo hacen ministros del Tribunal 
Constitucional. 

 
Por ejemplo, se da el caso de dos requerimientos de inaplicabilidad por 

inconstitucionalidad del artículo 483 del Código Procesal Penal;20 que es manifiestamente 
inconstitucional porque vulnera la garantía constitucional de igualdad ante la ley y el 
derecho humano a un debido proceso, también garantizado constitucionalmente. 

En ambas ocasiones dichos requerimientos fueron declarados inadmisibles por las 
salas tramitadoras de turno, porque de sus cinco miembros tres tenían sensibilidades de 
izquierda y no fallaron en derecho, sino que políticamente. 

 
Termino mi obra con algunas reflexiones, entre las cuales se incluyen las siguientes: 
 
Todos los militares que están cumpliendo penas de privación de libertad —ya sea en 

la cárcel o recluidos en sus domicilios— deben ser liberados, porque son inocentes, están 
libres de culpa o exentos de responsabilidad criminal. 

 
Todos ellos fueron condenados arbitraria, ilegal e inconstitucionalmente; como 

resultado de sentencias dictadas contra leyes expresas y vigentes.  
 

Todos los militares condenados lo han sido en juicios en los que no les ha sido 
respetado su derecho humano a un debido proceso, por cuanto a todos ellos les ha sido 
aplicado el antiguo sistema de procedimiento penal inquisitivo; un sistema que le veda a 
los imputados el derecho a una adecuada defensa, a un juicio justo y a ser juzgados por un 
tribunal imparcial. 

 
Tal sistema es absolutamente inconstitucional, porque vulnera la garantía de 

igualdad ante la ley y la de un debido proceso penal. 
 

En los países civilizados y que respetan los derechos humanos, basta acreditar que 
en un juicio no fueron aplicadas las normas del debido proceso para que la sentencia 
condenatoria recaída en él sea declarada nula. 
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En Chile no hay militares condenados por “delitos de lesa humanidad”. Todos lo 

han sido por “delitos comunes” tipificados en el Código Penal, que prescriben; puesto que 
solo pueden ser calificados como tales los hechos tipificados en la ley 20.35721 cometidos 
a contar de la fecha de su entrada en vigor, el 18 de julio del año 2009. 
 

Por otra parte, los delitos que les son imputados no fueron “comunes” sino que 
“políticos”, porque fueron cometidos por motivaciones políticas dentro del marco de una 
enorme violencia y convulsión social. Lamentablemente, los sentenciadores no consideran 
el contexto social histórico y juzgan a los militares como si los hechos hubiesen ocurrido 
durante una época de plena normalidad institucional.22 
 

Resulta demencial condenar a quienes en la época en que ocurrieron los supuestos 
hechos delictivos eran jóvenes oficiales o soldados conscriptos que cumplían órdenes que 
no podían desobedecer23 o sin habérseles acreditado participación en acto reprochable 
alguno; solo porque iban conduciendo un vehículo o porque estaban en el lugar de los 
hechos; a quienes no les son otorgados indultos o concedidos los beneficios penitenciarios 
que legalmente les corresponden.24   
 

Por otra parte, cabría considerar que, según el ya referido Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, “el régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya 
finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los penados”.25 

 
No es razonable mantener encarcelados a militares ancianos, muchos de ellos 

gravísimamente enfermos —física y mentalmente; que no controlan esfínteres y que no 
saben en qué mundo viven— cuya peligrosidad como reincidentes es absolutamente 
inexistente; especialmente si consideramos que entre la fecha de ocurrencia del supuesto 
hecho delictivo y la fecha de su sometimiento a proceso, varias décadas después, han 
observado una conducta intachable.  
 

La pena de cárcel es innecesaria para quienes no representan peligro, además de su 
alto costo. No se aprecian motivos de política criminal para que a estas personas se les deje 
con un régimen de encierro. 
 

Lamentablemente en la actualidad, tanto el Gobierno de Chile como los poderes 
Legislativo y Judicial, en lo que respecta a los procesos sobre derechos humanos, ya sea 
por acción o por omisión, están vulnerando gravísimamente la Constitución y las leyes; es 
decir el Estado de derecho. 

 
Hasta el día de hoy se admiten a trámite querellas criminales contra militares por 

supuestos delitos que están absolutamente prescritos; se les continúa aplicando un sistema 
de procedimiento penal que es absolutamente inconstitucional; y todos los magistrados de 
los tribunales superiores de justicia que los condenan, salvo escasas y honrosas 
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excepciones, cometen el delito de prevaricación; razón por la que las sentencias dictadas 
por ellos son ilegales e ilegítimas.26 

 
El Primer Mandatario27 ha manifestado su reconocimiento a quienes salvaron a 

Chile; que está consciente de las irregularidades cometidas en los procesos judiciales 
contra los militares; y ha prometido que una de sus primeras medidas al asumir la jefatura 
del Estado sería la de indultar a los que estuviesen privados de libertad; especialmente a los 
de avanzada edad o que padecen de graves enfermedades. 

 
Su inacción en este último sentido ¿será porque “todavía no es el momento”, porque 

“hoy no están los tiempos”, porque “hay otras prioridades”?  
Actuando así, nunca van a “estar los tiempos”. La expresión “todavía no” es la 

manera cortés que ha inventado el hombre para decir “nunca”.28 
 
Para quienes “hoy sí están los tiempos” es para los cientos de militares ancianos y 

enfermos que están muriendo en cautiverio, muchos de ellos luego de padecer horribles 
dolores por falta de atención médica.29  

 
Y también “hoy sí están los tiempos” para sobreseer a los cientos de militares que 

están sometidos a la tortura psicológica que significa estar durante largos años sometidos a 
proceso por jueces que los humillan,30 que no les aceptan pruebas que los exculpan y que 
no incluyen en los considerandos de sus sentencias aquellas que los favorecen. 

 
Además de dicha tortura, los imputados y sus familias ven gravemente afectada su 

economía, al tener que contratar abogados para su defensa judicial; defensa que debería 
haber sido asumida por el Estado, puesto que ellos no actuaron libre y voluntariamente, por 
iniciativa propia y en beneficio propio,31 sino que en actos del servicio, cumpliendo tareas 
dispuestas por sus respectivas instituciones estatales. 
 

Lo mismo ocurre con nuestros heroicos carabineros de Chile procesados y 
condenados que, con inminente riesgo de sus vidas, evitaron el asalto y toma del Palacio de 
La Moneda y la destrucción de la democracia durante el golpe de Estado de octubre del 
año 2019. 
 

Estando así las cosas, resulta evidente que si nuevamente se produjera en nuestra 
patria una situación como la vivida durante el año 1973 o un “golpe de Estado progresista 
octubrista”32 como el ocurrido durante el año 2019, los miembros de las FF.AA. y de 
Orden no tendrían la voluntad para “soportar una guerra doble: primero en contra de 
subversivos violentos que atentan contra sus vidas y la supervivencia de Chile y luego 
frente a tribunales que amenazan su libertad”.33  
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Finalmente, a modo de conclusión, diremos: 

 
“La obra maestra de la injusticia es parecer justo sin serlo” es un pensamiento de 

Platón que se cumple a cabalidad en los procesos sobre violación de derechos humanos 
seguidos contra los militares. 
 

El Poder Judicial, en lo que respecta a las causas sobre derechos humanos, está 
podrido hasta la médula de los huesos.  
 

Es preciso restablecer en nuestra patria el imperio de la ley, es decir, el Estado de 
derecho;34 lo que garantizaría la supremacía de la ley por sobre la arbitrariedad judicial. 
 

“No hay otra opción: o aplicamos el derecho o regresamos a la barbarie”. 
 
 
 

Viña del Mar, 10 de julio de 2026. 
 

 

 
1 Texto del discurso pronunciado por Adolfo Paúl Latorre durante el acto de presentación 

de su libro PREVARICATO. La obra maestra de la injusticia es parecer justo sin serlo, organizado 
por la Editorial Conservadora, que tuvo lugar en el auditorio del Pueblito Los Domínicos, Las 
Condes, el día 10 de julio de 2026. 

2  Capitán de navío de la Armada de Chile, ingeniero naval en armas, oficial de estado 
mayor, profesor de academia, abogado, diplomado en economía y administración, magíster en 
ciencias navales y magíster en ciencia política. Durante su carrera naval estuvo destinado durante 
dos años en Gran Bretaña y dos en Israel. Fue comandante del patrullero 
cazasubmarinos Papudo y del destructor misilero Almirante Williams. Durante el año 1989 
presidió una subcomisión de la Primera Comisión Legislativa de la Junta de Gobierno. Es autor de 
diez libros sobre política, Fuerzas Armadas, relaciones chileno-argentinas y procesos judiciales 
contra militares y carabineros; materia, esta última, que trata específicamente en este libro.  

3 Declaraciones hechas durante la entrevista realizada en Santiago por el periodista Luis 
Calvo, enviado especial del diario ABC de Madrid, publicada en ese diario el 10 de octubre de 
1973, bajo el título: “Habla Eduardo Frei en exclusiva mundial para ABC. LOS MILITARES 
HAN SALVADO A CHILE”. En el párrafo pertinente puede leerse: “Los militares han salvado a 
Chile; el país no tiene más salida salvadora que la gobernación de la Junta; la guerra civil estaba 
preparada por los marxistas, y esto es lo que el mundo no quiere conoce; es alarmante que en 
Europa no se enteren de la realidad: Allende dejó la nación destruida”. 

4 La destrucción de las Fuerzas Armadas es el principal objetivo de la persecución política 
contra los militares, que es llevado a cabo en sede judicial dentro del ámbito de una justicia 
prevaricadora. 
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Lo que buscan aquellos jueces que condenan arbitrariamente a los militares es destruir a las 

Fuerzas Armadas; de lograr que sus miembros sean funcionarios moralmente neutros, cuyo único 
oficio consista en el manejo técnicamente eficiente del arma que se ponga en sus manos; de hacer 
desaparecer en ellos la convicción interior sobre la vital finalidad de su profesión y, así, reducirlos 
a la condición de instrumentos ciegos en manos de quien tenga el poder. 

Dicha destrucción se busca mediante el control educativo de ellas, junto con otros métodos 
tales como su división, su desnaturalización, el descabezamiento, la neutralización, la selección de 
personas que ingresan a sus escuelas matrices y la infiltración política en sus filas. También hay 
quienes piensan que hay que eliminar a las FF.AA. para avanzar en DD.HH. En entrevista con el 
programa “Política en Vivo” de la radio Universidad de Chile, el 30 de septiembre de 2017, el 
abogado de derechos humanos Roberto Garretón analizó el rol de las Fuerzas Armadas y planteó 
que “La única manera de que no haya repetición, es que no hayan fuerzas armadas”. Garretón 
cuestionó que el Estado mantenga un elevado gasto público en la formación militar cuando en 
realidad podrían destinarse a otras áreas de desarrollo y de justicia que requieren de mayor 
urgencia. “¿Qué es lo que hace un militar desde las 5 o las 7 de la mañana y durante todo el día? 
Desfilar, desfilar, ensayar, preparar sus marchas. Cero trabajo intelectual, cero trabajo político, 
cero trabajo médico”. Al respecto ver Adolfo PAÚL Latorre. Política y Fuerzas Armadas. El 
Roble, Santiago, segunda edición, abril de 2015.  
 En diversos foros internacionales, tales como el denominado Foro de Sao Paulo —un foro 
de partidos y grupos de izquierda latinoamericanos, fundado por el partido de los Trabajadores de 
Brasil en 1990—, se promueve la desvalorización de los símbolos patrios, la persecución 
mediática y judicial de quienes combatieron en la guerra contra la subversión durante la década de 
los 60/70 y la destrucción moral y física de las Fuerzas Armadas y de seguridad. “Las Fuerzas 
Armadas latinoamericanas —tal como están concebidas en la actualidad— deben ser destruidas o 
transformadas en otro tipo de instituciones, para que funjan como brazo armado de la revolución, 
con el único objetivo de asegurar la permanencia en el poder de los abanderados del socialismo”. 
Cfr. PEÑA Esclusa, Alejandro, El Foro de Sao Paulo: Una amenaza continental, Grijalbo, 
Bogotá, 2008, Cap. 10 ¿Por qué el Foro de Sao Paulo quiere destruir a la Fuerzas Armadas? pp. 
95-101; El plan del Foro de Sao Paulo para destruir las Fuerzas Armadas, compilación elaborada 
por la Unión de Organizaciones Democráticas de América – UnoAmérica, septiembre de 2009; 
DOMIC K., Juraj. Destrucción de las Fuerzas Armadas por el Partido Comunista. Vaitea, 
Santiago, cuarta edición, septiembre 1975. 

5 A las Fuerzas Armadas, “como símbolo de expresión suprema que ellas son de la 
nacionalidad, no les corresponde intervenir ni pronunciarse en las luchas de la política contingente. 
Pero cuando desbordando el campo de las pugnas ideológicas y partidistas, se amenazan los 
fundamentos mismos de la Patria, ésta encuentra y reclama en los Institutos Armados su última 
salvaguardia”. Jaime GUZMÁN Errázuriz. Escritos personales, Zig-Zag, Santiago, 1992 (2ª ed.) 
p.95. 

6 “Gloria Ana Chevesich defiende su actuar como jueza ante senadores”. Diario 
Financiero, Santiago, 20 de junio de 2013. 

7 Este absurdo razonamiento llega a extremos inauditos, como cuando los jueces 
dictaminan que el “secuestro” está siendo cometido por personas que al momento de dictación de 
la sentencia se hallan privadas de libertad, recluidas en un penal cumpliendo otras condenas; o 
cuando en el mismo proceso hay pruebas que acreditan el fallecimiento del “secuestrado”; o en 
otros casos en los que se llega a conclusiones demenciales, tales como en el del “sacerdote” 
Michael Woodward, en el que la ministro en visita extraordinaria estableció en el auto de 
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procesamiento que el supuesto secuestrado “fue privado de su libertad de desplazamiento sin 
derecho, manteniéndosele bajo detención o encierro en recintos de la Armada, lo que se ha 
prolongado desde el mes de septiembre de 1973 hasta la época actual, sin que se conozca su 
paradero o sus restos hayan sido encontrados”. Cfr. Auto de procesamiento de fecha 18 de abril 
de 2008, dictado en la causa Rol 140.454 por doña Eliana Victoria Quezada Muñoz, ministra de la 
Corte de Apelaciones de Valparaíso en calidad de Ministro en Visita Extraordinaria (el destacado 
es nuestro).  

8  “Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el indulto o la conmutación 
de la pena. La amnistía, el indulto o la conmutación de la pena capital podrán ser concedidos en 
todos los casos”. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 6, párrafo 4. 
Obviamente, si a una persona condenada a muerte le puede ser concedida la amnistía, también le 
puede ser concedida a personas condenadas a penas menores.  

9 Lo que la abogada Carla Fernández ha denominado “geriatricidio carcelario”. Cfr. 
FERNÁNDEZ Montero, Carla. “El muerto siguió preso”. Periódico digital Chile Informa, 
Santiago, 8 de julio de 2026. La cantidad de militares fallecidos cumpliendo condena, durante los 
gobiernos que se indican, son: Piñera 38, Boric 42, Kast 6. 

10 Cfr. DOMIC K., Juraj. Destrucción de las Fuerzas Armadas por el Partido Comunista. 
Vaitea, Santiago, cuarta edición, septiembre 1975.  

11 Programa de Gobierno 2022-2026, apartado “Defensa Nacional y Fuerzas Armadas”, pp. 
218-221.  

12 Cfr. “La izquierda desarmó a Chile: el PC tomó control de la “caja pagadora” de las 
Fuerzas Armadas y suspendió los fondos estratégicos cuatro años seguidos”. 
https://informes.vdiglobal.org/la-izquierda-desarmo-a-chile-el-pc-tomo-control-de-la-caja-
pagadora-de-las-fuerzas-armadas-y-suspendio-los-fondos-estrategicos-cuatro-anos-seguidos/. El 
programa de Gobierno del presidente Boric establecía: “Eliminar los pisos monetarios mínimos 
consagrados en el Fondo Plurianual de Capacidades Estratégicas y en el Fondo de Contingencia 
Estratégico establecidos por la Ley 21.174”. 

13 Sentencia Nº 78, causa Rol Nº 113.089, Temuco, 15 de septiembre de 2023.  
14 Francesco Carrara (1805-1888) fue un destacado jurista, político y académico italiano, 

considerado el máximo exponente de la Escuela Clásica de Derecho Penal. Basó su doctrina en el 
derecho natural y el libre albedrío, definiendo el delito como un "ente jurídico" y promoviendo la 
limitación del poder punitivo del Estado. Su obra cumbre, Programa del corso di diritto 
criminale (1859), sentó bases fundamentales para el derecho penal moderno. 

15 Esta expresión fue acuñada por Günther Jakobs en 1985 para referirse a las normas que 
en el Código Penal Alemán sancionaban penalmente conductas, sin que se hubiere afectado el bien 
jurídico, incluso sin que hubiese habido un principio de ejecución; es decir, estas normas no 
castigan al autor por el hecho delictivo cometido, sino por el hecho de considerarlo peligroso y que 
permite que cualquier medio disponible sea utilizado para castigar a estos enemigos. 

16 ¿Qué confianza puede haber en un Poder Judicial en el que, en las causas sobre derechos 
humanos, los magistrados de los tribunales superiores de justicia que las sustancian cometen 
impunemente el delito de prevaricación, al fallar contra leyes expresas y vigentes; tales como la 
del artículo 103 del Código Penal —que rebaja la pena cuando ha transcurrido largo tiempo desde 
la comisión del hecho punible, pero sin haber alcanzado a completar el plazo de prescripción de la 
acción penal; teniendo en consideración que "nada se parece tanto a la injusticia como la justicia 
tardía"— una norma legal expresa, vigente, categórica e imperativa; cuyo sentido es claro y que 
debe ser aplicada en todos los casos?  
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¿Qué confianza puede haber en un Poder Judicial en el que tales magistrados, además de 

cometer el delito de prevaricación son crueles; porque fallan a sabiendas de que están condenando 
a personas inocentes y que están enviando a morir a la cárcel a ancianos enfermos y en la más 
completa indefensión? 

¿Qué confianza puede haber en una Corte Suprema de Justicia que, encontrando que el 
criterio de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) coincide con su particular modo 
de ver las cosas, con la cortedad de miras de todo sectarismo ha aceptado que un órgano 
supranacional incompetente le enmiende la plana; sin reparar en el daño extraordinario que le está 
causando a nuestra soberanía, a las instituciones de la República, al orden jurídico interno y al 
Estado de derecho; lo que desprestigia a la judicatura y a nuestro sistema legal? 

¿Qué confianza puede haber en una Corte Suprema que, vulnerando la seguridad jurídica, 
acoge lo dispuesto por sentencias de la CIDH —como la dictada recientemente en el caso “Vega 
González vs. Chile”, que declaró inaplicable el artículo 103 del Código Penal—; reabre procesos 
que gozaban de la autoridad de cosa juzgada; y aumenta las penas dispuestas por sentencias 
dictadas por tribunales chilenos que estaban ejecutoriadas? Dicha Corte, no contenta con tal 
despropósito, en una sentencia que solo podría calificarse como demencial, ordenó el reingreso a 
la cárcel a personas que ya habían cumplido sus condenas.16  

A mayor abundamiento, cabría agregar que la CIDH no tiene facultades para intervenir en 
asuntos de jurisdicción interna ni para interferir en atribuciones soberanas del Estado de Chile, 
menos aún para anular sentencias ejecutoriadas. 

Nuestra Corte Suprema dejó de ser Suprema al subordinarse a lo dispuesto en sentencias 
espurias de la CIDH, tales como la precitada del caso Vega González o como lo hizo con la 
dictada en el caso Almonacid Arellano vs. Chile, de fecha 26 de septiembre de 2006. Al acoger lo 
dispuesto por sentencias de esa Corte Internacional o, peor aún, a consideraciones de tales 
sentencias, trata de justificar o de enmascarar su delito de prevaricación. 

Respecto a la sentencia dictada por la CIDH en el caso “Vega González vs. Chile”, ver el 
Fallo de la Corte Suprema de Justicia de Chile de fecha 31 de diciembre de 2025, Rol Nº 24.317-
2025.  

Cfr. PAÚL Díaz, Álvaro. “Profesor Álvaro Paúl: ¿Puede la Corte Interamericana de 
DD.HH. pedir que se anule un fallo en Chile?”. Pontificia Universidad Católica de Chile. Facultad 
de derecho UC. s.f.; y “Reencarcelar al que cumplió su condena”, Diario Constitucional, 24 de 
noviembre de 2025. VON LOEBENSTEIN, Elke. “Ricardo Bravo Cornejo, abogado defensor: 
«La sentencia de la Corte Interamericana tensiona la legalidad y la seguridad jurídica del Estado», 
Diario Constitucional, 28 de septiembre de 2025. PAÚL Latorre, Adolfo. “Sentencia de la Corte 
Interamericana de DD.HH.”, Diario Constitucional, 30 de agosto de 2025; y “Brutal atentado de la 
Corte Suprema”, Diario Constitucional, 8 de enero de 2026. 

17 GUZMÁN Errázuriz, Jaime. Escritos personales. Zig-Zag, Santiago, segunda edición, 
1992, p.39.  

18 PÉREZ de Arce Ibieta, Hermógenes. Ver la página 16 de la obra en comento. 
19 ¿Por qué en nuestra patria mantenemos vivos los odios incubados durante la época 1964-

1973 y no avanzamos hacia un país fraterno y en paz? 
Pienso que ello se debe a que no hemos perdonado a quienes les tocó vivir el 

enfrentamiento fratricida al que nos llevaron políticos irresponsables que optaron por la vía 
violenta como método para conquistar el poder total, refundar a Chile y consolidar la revolución 
socialista. 

Asimismo, pienso que la mantención de estos odios se debe a que los chilenos no hemos 
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transitado por los caminos de la verdad; verdad indispensable para una necesaria reconciliación 
nacional y que, por motivos diversos, se la calla, se la oculta o se la tergiversa. 

20  Roles Tribunal Constitucional Nos 3015-16 y 3083-16, interpuestos por el abogado 
Adolfo Paúl Latorre. En este último requerimiento están claramente expuestos los argumentos que 
justifican la inconstitucionalidad del inciso segundo de la disposición constitucional octava 
transitoria y del artículo 483 del Código Procesal Penal, que de ella se deriva. 

21 Artículos 1º a 9º. 
22 En los juicios contra los militares no se toman en cuenta diversas causales de 

inculpabilidad y se olvidan las particularísimas circunstancias contextuales, lo que constituye una 
injusticia enorme. No es justo evaluar con los criterios de hoy supuestos delitos que se gestaron en 
un ambiente de odios extremos, que dividieron al país en dos bandos irreconciliables y que lo 
llevaron al borde de la guerra civil. Por otra parte, es preciso considerar que toda normatividad 
supone una normalidad; no hay normas aplicables a un caos. La posibilidad de la vigencia del 
Derecho está condicionada por una situación social estable; es decir, por una situación en la que se 
dan los supuestos sobre los que edificó la normatividad jurídica en cuestión.  

23  Al respecto cabría preguntar: Las responsabilidades en estos casos: ¿son personales o 
institucionales? Si son personales: ¿por qué paga el Estado, es decir todos los chilenos? Y, si son 
institucionales: ¿por qué pagan los militares, que no actuaron motu proprio sino que en cumplimiento 
de órdenes superiores? 

24 A los guerrilleros, terroristas, extremistas o “combatientes” de un ejército irregular —que 
cometían cientos de asesinatos de militares, carabineros y otras víctimas inocentes, y otros 
gravísimos crímenes— les han sido aplicadas la Ley de Amnistía (D.L. 2191 de 1978), la 
prescripción de la acción penal, indultos particulares o leyes dictadas especialmente para 
beneficiarlos, tales como la 19.965 del año 2004, que dispuso que tales personas cumplirían como 
condena diez años de presidio por la totalidad de los delitos cometidos, procediendo “un indulto 
general en cuanto al saldo de las penas de privación de libertad a que hubieran sido condenados y 
que excedieran dicho lapso”. Dos proyectos de ley equivalentes a la precitada ley 19.965, que 
favorecían a los militares, carabineros y civiles adscritos a los servicios de seguridad del Estado, 
no fueron aprobados por el Congreso (boletines 3983-07 y 5635-02). 

25 Artículo 10, párrafo 3.  
26 Una sentencia judicial es ilegal cuando infringe el derecho vigente (normas de 

procedimiento o sustantivas) y es ilegítima cuando vulnera principios o garantías fundamentales 
como el debido proceso, la imparcialidad o carece de una fundamentación razonable, lógica y 
justa, aunque formalmente pueda estar apegada a la ley. 

27 Al asumir la Presidencia de la República, durante la ceremonia realizada en el Congreso 
Nacional el 11 de marzo de 2026, José Antonio Kast Rist juró “guardar y hacer guardar la 
Constitución y las leyes”. Por otra parte, nuestra Constitución Política de la República establece: 
Artículo 32. Son atribuciones especiales del Presidente de la República: 13º Velar por la conducta 
ministerial de los jueces. 

28 FERRER Del Valle, Álvaro. “Todavía no”. Periódico digital El Líbero, Santiago, 6 de 
julio de 2026.  

29 Actualmente hay 409 militares encarcelados por casos de derechos humanos —por 
delitos comunes, no de lesa humanidad—; de ellos, 68 entre 80 y 85 años de edad; 25 entre 85 y 
90; y 12 tienen más de 90 años. De los 409 hay 77 que requieren especial cuidado por razones de 
salud; y 9 son calificados como pacientes en estado terminal. Cfr. BAKIT R., Matías. “El desglose 
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de los condenados por DD.HH. en medio del debate por eventuales indultos”. Diario El Mercurio, 
Santiago, 28 de junio de 2026.  

30  La humillación es una forma de violencia psicológica que busca rebajar la dignidad y el 
amor propio de una persona. Quienes humillan suelen hacerlo por inseguridad o baja autoestima, 
proyectando su frustración para sentirse superiores.  

31  Salvo algunos casos de delitos cometidos por venganza privada u otros por el estilo. 
32 Cfr. KAISER Barents-Von Hohenhagen, Vanessa. El Progresismo y la Cultura de la 

Muerte. Claves para entender el proyecto ideológico y político de la nueva izquierda. 
Conservadora, Santiago, 2024, p.202. 

33 Ibid. 
34 El principio de que el poder debe someterse al derecho es el pilar fundamental del Estado 

de Derecho. Significa que ninguna autoridad, gobernante ni institución está por encima de la ley. 
Todo acto del poder público debe estar previamente autorizado por normas jurídicas y respetar los 
derechos fundamentales, evitando así la arbitrariedad. 


